
LA CARTA DE DERECHOS Y DEBERES DE LOS ALUMNOS EN
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EL COLECTIVO DE LOS ALUMNOS Y
LAS «RELACIONES DE SUJECIÓN
ESPECIAL•

El colectivo de los alumnos ha queda-
do tradicionalmente incluido en la catego-
ría de las .relaciones cie sujeción especial•
que tuvo especial vigencia a lo largo del
siglo XIX. Dicha categoría jurídica hace
referencia a los cíos tipos de relacián en
que se encuentran los ciudadanos con res-
pecto a la Administración. Una es la •relación
genetal de sujeción• que afecta por igual a to-
dos los ciudadanos. Se trata de una vincula-
ción que conlleva obligaciones y deberes para
todos por igual. Ia otra vinculación es la ^su-
jerión especial• o relación agtavada en que se
encuentran ciertos grupos de ciudaclanos
con respecto a la Administración. Este se-
gundo gracío más intenso de vinculación
se ha aplicado tradicionalmente a los fim-
cionarios, a los tniembros del Ejército, a los
presos y a los alumnos o estudiantes '. Ha-

bía, por tanto, dos legitImidades o modos
de aplicar el principio general de legali-
dací. Una afectaba a los no incluidos en
esos grupos. $st^a era de mayor alcance en
el disfrute de los derechos y carecía de li-
mitaciones que no vinieran dadas por la
ley. Pero la otra legitimidad considernba a
aquellos grupos -entre los que se encon-
traban los alumnos- como insertos en la
esfera ínterna o doméstica de la Adminis-
tración. En esta especial sujeçión, los dere-
chos constitucionales experimentaban un
amplio ĝrado de restricciones. Quedaban
limitadas profundamente la libertad de cx-
presión, cíe participación y cíe reunión, entre
otras. Pero lo que más interesa es advertir
que estos grupos especiales quedaban so-
meticlos a severas medicias disciplinarias, im-
puestas por el Gobierno o las diferentes
instancias dc la Aclnúnistración. En el r.iso
concreto de los alumnos, esta relación de
sujeción especial daba prceminencia a sus
deberes de sometimiento y obediencia.

(•) Este trabaJo ha sido realizado en el marco del Proyecto de Investigación subvenclonado por I:x

DGICYT, Pt3 95-1212: •Estado litxral, I^recho y t3lenestar Soclal•.

(p) Universidad de Granada.
(1) Un completo estudlo doctrlnal cfe esta categoría juridir.t -yue nac(6 en Aletit.^nia en el siglo JQX y fuc

Incorporada en Espatla en tomo a 1 X^4- puede encontrarse en R. Gnkc.tn htnr.t io: Ias mincloncs de espectal su-

Je^efón eu !a Co ►utltuclóu espn^loln, Tecnos, Maclrid, 199"l; 1. Lnsnc:nnns7t;K FirKtuair:: !tu mincioues de suJc^rldrt
esp^etta/, Madrld, Clvltas, ]994; M. Ibrrz BcxPn:r: Nnfurn/exn yprnsapru^tas corutltudonalcs de lns minctoues

cspectales de suJerlón, Madrid, Clvltas, 1994. No es mi objet(vo en este estud(o afrontar este complejo problemt.
Sblo pretendo situar en el contexto de las relaclones de especi:tl suJecidn la catta de denxhos y las normas dis-
ciplinarias de los estudiantes en el ámbito escolar.

Xevlst^r di^ F.ducac16^1, rnhn. 315 U 998), pp. 155-177 1 SS



En el Estado franquista la doble legiti-
midad a que nos hemas referido siguió
plenamente vigente e incluso se multipli-
caron y acentuaron las relaciones de espe-
cial sujeción. Los alumnos -sometidos a un
poderoso mecanismo de socialización en
los valores del Régimen- constituían un
importante objetivo de control. Fue, por
eso, un colectivo sometido a la más estricta
disciplina académica. Sus libertades que-
daban restringidas y la Administración ac-
tuaba con amplia discrecionalidad e,
incluso, con arbitrarIedad. No cabe duda
de que el régimen franquista concibió la
escuela como un espacio destinado a for-
mar ciudadanos obedientes y disciplina-
dos. Podemos encontrar un ejemplo
representativo en los artículos 1 y 6 de la
Ley, de 17 de julio de 1945, de Enseñanza
Primaria y en el artículo 11 de la Ley, de 26
de febrero de 1953, de Ordenación de la
Enseñanza Media. Estos artículos prescri-
bían que la educación había de orientarse
hacia una rigurosa disciplina acorde con la
formación de un robusto espíritu nacional.
Este ideal mistificado de ^disciplina acadé-
mica^ conllevaba en la práctica importantes
restricciones de las libertades, ya que se
transfería, con un exceso de amplitud, el
concepto de orden público al ámbito aca-
démico-docente. Esta situación no cambió,
de hecho, una vez promulgada la Ley Ge-
neral de Educación de 1970.

Los estudiantes, por otra parte, podían
verse sometidos por un mismo acto a una

gama diversa de sanciones: multa guberna-
tiva, proceso ante el Tribunal de Orden Pú-
blico, expulsión de las milicias universitarias
o apertura de expediente académico. Esto
acontecía mn frecuencia en las luchas estu-
diantiles libradas en los campus universita-
rios mntra el franquismo. Estas situaciones
facticas violentaban el principio non bis in
idem y eran muestra de la dimensión om-
nicomprensiva que se atribuía a la noción
de ^orden público•. Esta situación de suje-
ción especial se hacía derivar del Regla-
mento de DIsciplina Académica de 8 de
septiembre de 1954. Este Decreto se limita-
ba a los Centros de Enseñanza Superior,
pero posteriormente el Decreto 1950/1967,
de 22 de julio de 1967, extendió su aplica-
ción a los Institutos Nacionales y Técnicos
de Enseñanza Media 2. El Decreto de 31 de
diciembre de 1970 -ya publicada la LG^
negaba el derecho al estudio a los que hu-
bieran sido condenados por la comisión
de hechos delictivos y concedía a los
rectores importantes facultades para de-
negar la matriculación a alumnos perte-
necientes a movimientos antifranquistas
o que hubieran participado en rcuniones
políticas. ^

Entre 1968 y 1976 hubo un elevado
número de sentencias del Tribunal Supre-
mo que reflejaban el problema estudiantil
en relación con estas normas de car^cter
restrictivo 3. Algunas de estas sentencias
salpicaron, también, a profesores colabora-
cionistas como la STS, de 14 de mayo de

(2) C,ff: C. C1i1NC1111.LA MARIN: •EI nuevo rEgimen disciplinario de los alumnos no universitarios•, Revlsla Fs-

par3ola de !)enc^cbo Adminútmtluo, 64, 1989, p. 549.

(3) Algunos casos signiflcativos son: SSTS de 3 de junlo de 1968 (Ref. Aranz. 2935) y 18 de oc[ubre de

1968 (Ref. Aranz. 4155). En amlxts se trataba de la sanción impuesta por el Redor de la Universidad de t3arce-

lona a varios estudiantes con pérclida de mztrícula, por participaclbn en asambleas y por no asistir a clase. Otras

por slmilares motivos: S7'S de 6 de mayo de 1972 (Ref. Aranz. 2297), STS de 2 de junio de 1972 (Ref. Ar.tnz.

2577), STS de 29 de noviernlxe de 1972 (Ref. Aranz. 4603), S'I'S de 2G de febrero de 1973 (Ref. Aranz. 1243>.

Otras dos de 1975: STS de 29 de abril (Ref. Aranz. 1909), anulan una resolución del Rector de la Unlversidad dc

valladolid; Sentencia de la Audiencla Tertltorial de Btllxio de 16 de diclembte: otorgalxt un papel preponderan-

te al derecho a la educación (Cfr. F. Sosn WncNtat: •Ivs estudiantes oondertados ptteden estudlar•, REDA, 8, 1976,

pp. 170.]74). I'ueden verse dos más de 1976: S7S de 11 de marzo (Ref. Aranz. 1403) en las que se atenuatxt la

rigidez dei I^creto de 31 de didembre al pemtltir que los alumnos eondenados por comisión de hechos delic-
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1974 (Ref. Aranz. 2235), en la que se san-
cionó a un profesor adjunto de Derecho
Político que examinó y firmó actas de un
alumno al que le habían retirado sus dere-
chos académicos por razones de orden pú-
blico e instrucciones recibidas de la
superIoridad.

La Constltución de 1978 no permite
una lectura en la que la sujeción especIal
pueda conllevar una anulación -cuestión
distinta son las restriccIones o limitacio-
nes- de derechos fundamentates o 1a arbi-
trariedad administrativa. En este nuevo
marco cabe hablar de una sola legitimidad,
la que deriva del sometimiento de todos
(los cIudadanos y los poderes públicos) a
la Constítución (art. 9.1 CE), la que se des-
prende del principio de legalidad y de la
vinculación de los derechos fundamentales
a los poderes públicos (art. 9.3 y 53,1 CE),
y la que se deduce del principio de legali-
dad de la actuación administrativa y del
control de ésta por los tribunales (art. 103.1
y 106.1 CE).

SIn embargo, la Inercia del pasado ha
sido demasiado fuerte y ha habido una prí-
mera etapa en que no se han aplicado de
hecho los nuevos principios constituciona-
les a las relaciones de especial sujeción,
sobre todo en los aspectos disciplinarios.
Esta circunstancia se ha producldo, preci-
samente, en la regulación del régimen dis-
ciplinario de los alumnos. Ha l^abido, de
hecho, un vacío normativo desde el Regla-
mento de Disclplina Académica de 1954
hasta el RD 1543/1988, de 28 de octubre,

que concretó -después de 20 ar^os de vida
constitucional- los derechos reconocidos
en la LOECE (Ley Orgánica del Estatuto de
Centros Escolares, de 1980) y en la vigente
LODE (Ley Orgánica ciel Derecho a la Edu-
cación, de 1985). Más recientemente, el RD
732/1995, de 5 de mayo, ha reemplazado
al de 1988 y es el actualmente vlgente, in-
cardInado ya en la nueva mentalidad pro-
pugnada por la LOGSE'.

Como ha destacado Chinchilla Marín
al referlrse al RD 1543/1988, el principio
de legalldad experimenta un debilitamien-
to cuando la potestad sancionadora de la
Adminístración se ejercIta en el ámbIto de
las relaclones de sujeción especial. Mien-
tras que en las relaciones de sujeción ge-
neral el principio de legalidad y de reserva
de ley tIenen plena eficacia (STC 42/1987,
de 7 de abril), en la sujeclón especial dicho
principio adquiere menor,alcance y se
concretan de una forma peculiar (STC
2/1987, de 21 de enero) s.

De la Jurlsprudencia del Tribunal Su-
premo y del Tribunal Constitucional se
desprende que los estudiantes se hallan
entre esos colectivos afectados por )<1 espe-
cial vinculación, de donde se derivará, preci-
samente, la facliltad de las Administraciones
competentes de Imponer un régimen disci-
plinario espectftco. El T'ribunal Supremo sc
lia referido a las relaciones de especial suje-
ción en diversas ocasiones. En ellas se apre-
cia •una crecIente desvinculación de la
Adtninistracíón del principio de legalidad^, la
que se concreta en la existencia de •regla-

tivos pudieran tnatrlcularse mmo alumnos Ilbres; STS de 12 de marTn (Ref. Aranz. [407): anuló una resolución

del Rector de la Universldad de Valladolid -t^asada en las Instn^eciones recibid^s de la superloridad- por la que

se pr^ohibia el aceeso al reclnto universitarlo a un alumno de la racvltad de Derrcho. EI Trtlwnal consideró que

la Adminlstrseión lulbta actuado ari^itrariamente. Para cl estudio de aspec^os más eonerctos de algunas de estas

sentencias citadas, ver. R. GnHCYn Mnc:r io: !ns relactorres de es/xrtn/ suJec(6n ert !^r Consltt:tcfón ^cprrr}oln, ^fa-

drid, Ternos, 1992, pp. 159-161. Y M. LArt:i BrNtnsr.: Natrrmfexn,yptrstynustarcorrsttntctonaksdelas minctortcs

espec(a/esdesufec(6n, Górdoba, Civitas, 1994, pp. 570-57t.

(4) Estos dos tíltimos Ikcretos citados se refleren a la enseflanza no unlversitarla. En el nivel unlversitario,

puede declrse que el referido Decreto de nisclplina Académica de 1954 no ha sido sustltuWo por otro honxSlo-

go posterlor en este ^mbito. Ver. M. t.c5rr.r. Bi;Ntnv, o,t^. ctt., p. 574.

(5) C. CIIINCI^ILIA MAH(N, oli. ctt., pp. 552-553.
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mentos independientes• y en el •robusteci-
miento del poder sancionador• de la mis-
ma 6. El Tribunal Constitucional ha hecho
una aplicación más atenuada cie las rela-
ciones de sujeción especial. Con todo, este
Tribunal ' otorga a dichas relaciones un
menor alcance del principio de legalidad o
una peculiar forma de utilización de este
principio en consideración al fin que justi-
fica la existencia de la especial sujeción. En
el caso que nos ocupa de los alumnos en
ei ámbíto escolar, e1 fin que justifica la es-
pecial sujeción deriva de la cláusula teleo-
lógica del artículo 27.2 de la Constitución d,
En las sentencias sobre la huelga de hambre
de los reclusos y su alimentación forzosa, la
limitación de derechos fundamentales se
hace también derivar de una finalidad: la
protección de Uienes constitucionales
como el derecho a la vida y la salud de las
personas (STC 120/1990, f.j. 6 y 8).

Reconduciendo esta doctrina del Tri-
bunal Supremo y del Tribunal Constitucio-
nal a la regulación de derechos, deberes,
medidas cíisciplinarias y normas de convi-
vencia de los alumnos en el ámbito escolar
pueden extraerse tres conclusiones, al
efecto que nos ocupa:

• Los alumnos siguen siendo conside-
rados como un colectivo incluido
en las relaciones cie especial suje-

cíón, aunque esta categoría se en-
cuentre sometida a discusión por la
doctrina especializada ^.

• Es suficiente una ley que remita al
Reglamento para imponer medidas
disciplinarias o sanciones al colecti-
vo de los alumnos en el ámbito es-
colar. En el caso del RD 1543/1988
la ley que remitía al Reglamento era
la LODE. En el RD 732/1995, que
ha derogado al de 1988, la ley habi-
litante es la LODE y la LOGSE (LO
1/1990, de 3 de julio.

• Pueden señalarse como razones
que justifican la especial sujeción
las siguientes:

- Existencia de una acentuada de-
pendencia y de una relación perso-
nal específica entre profesor-
alumno que hace que resulte im-
posible establecer de antemano la
intensidad y contenido de la nece-
saria intervención coacúw^.

- L1 necesiciacl cíe garanúzar la fun-
ción docente ya que el profesor
úene que resolver cotidianamente
situaciones concretas que no pue-
den ser previstas de antemano ní
puecien ser objeto de regulación.

- Las restricciones de derechos se
justifican por la necesid.ld de ga-

(6) Cjr. C. CmNCnn.t.n MneIN, Ibld, p. 555. L1 dcxtrina espedalizada se ha ocupado ampliamente del cstu-
dlo de estst jurisprudencla: i. Lnsncnonstr•.te liitRttna'it^: Lru relaclones de sufecidn especla/, op. Nt., pp. 162-169.
Puede verse una exhaustiva relaclán en M. LcSrez Bervtn:r: NaturaJeza y presupuestos consNniclourtles de !as ne-
lncioftes de espectalsttJeciórt, op. dt., pp. 627-645.

(7) STC de 30 de enero de 1981 (el principlo rta: bis tn tdem no rige en las relaciones de supretnacía
especlal); STC 74/1985, de IS de junio (sobre los presos en relación con (a Administración penitenciaria); S7^
2/1987, de 21 de enero (sobre la integ,ridad físirr y moral de los reclusos); STC 1"l0/1990, dc 'l7 de jtmio y STC
137/1990, de 19 de jullo, STC 11/1991, de 17 de enero (éstas tres ú lUm:ts sobre la huelf{a de hambre de los rc-
clusos y la alimentaclón fotzosa).

(8) •La educación tendrá por objeto el plcno desarrollo de Ia personalidad humana en el respeto a los
principios democrádcos de convivencla y a los derechos y lilxnades fundamentales•. La LODE (art. 2) y la LOG-
SE (art. 1) han desarrollado ampliamente estas finaildades y objetivos de la educación.

(9) No hay una cuaildad únict que caracterice a est:t rategoría (Gallego Anabitarte). No se ^tna nada di-
ciendo que son especiales Cf. R. Pernández). Son una especie de ^brete sésamo- (A. Jiménez t3lanco): Cjr Cuin
c^nu.n hlnelv, op. ctt., pp. 555 y 558. •No han cncontrado hasta ahora una definición digna• (Lnsncnunsn i+
f-IIiNRAN'17i, op. cit., p. 419).
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rantizar el buen funcionamiento
de la institución educativa y el
logro de objetivos de interés
general.

CARTA DE DERECHOS DE LOS
ALUMNOS

Una vez considerado el status especial
que afecta a los estudiantes o alumnos,
presentaré a continuación su estatuto jurí-
dico, consIderando la decisiva circunstan-
cia de la minorfa de edad en que se
encuentran. Me limitaré a ofrecer un es-
quema descriptivo básico, sólo referido al
ámblto de la enseñanza, que discurrirá en
tres diferentes espacios, aunque interna-
mente conectados: el marco constitucional;
el contexto que se desprende de los Trata-
dos y Declaraciones InternacIonales de de-
rechos y los desarrollos normativos con
rango de Ley Orgánica y sus específicas
concreciones. La presentación que ofrezco
se basa en los criterios metodológicos del
análisis y la síntesis, sin ánimo de profun-
dizar en los contenidos, lo que sería in-
compatible con el espacio disponible.

EL ESTATUI'O JURIDICO-CONS7TrUCIONAL

Los derechos basicos que reconoce y
garantiza la Constitución de 1978 a los
alumnos en el ámbito de la enseñanza gi-
ran, en primer lugar, en torno al núcleo bá-
sico que configura la dignidad de la
persona humana:

• Derecho a la integridad física y mo-
ral, sin que en ningún momento
puedan ser sometidos a torturas ni a
penas o tratos inhumanos o degra-
dantes (art. 15).

• Derecho a la libertad ideológica, re-
ligiosa y de culto y a no declarar so-

bre la propia ideología, religión y
creencias (art. 16. 1 y 2).

• Derecho al honor, intimidad y pro-
pia imagen y a la protección de la
juventud y de la infancia (arts. 18.1
y 20.4).

• Derecho a la dignidad personal y al
pleno y libre desarrollo de la perso-
nalidad en el respeto a los princi-
pios democrátícos de convivencía y
a los derechos y libertades funda-
mentales (arts. 27.2 y 10.1).

• Obligación por parte de los poderes
públicos de garantizar el derecho
que asiste a los padres para que sus
hijos reciban la formación religiosa
y moral acorde con sus propias
convicciones.

Otros derechos constitucionales hacen
referencia a las garantias de las libertades
públicas fundamentales, principio de
igualdact y derechos de prestación:

• Nadie puede ser sancionado por ac-
ciones u omisiones que en el mo-
mento de producirse no constitt^yan
falta o sanción administrativa, según
la legislación vigente en aquel mo-
mento (art. 25.1). Las medidas de
seguridad ^estaran orientadas hacia
la reeducación y reinserción social^
(art. 25.2).

• Derecho de participación e Inter-
vención en el control y gestIÓn cle
los centros sostenidos con fonclos
públicos y en el desarrollo político,
social, económico y cultural (art. 27.
5 y 7; art. 48).

• Libertades de expmsión (.ut. 20), reu-
nión (art. 21.1) y asociación (art. 22).

• Derecho a la igualdad ante la ley,
sin que pueda prevalecer discrimi-
nación alguna por razón de naci-
miento, raza, sexo, religión, opinión
o cualquier otra condición o circuns-
tancia pcrsonal y social (art. 14).

159



• Derecho de todos a la educación
(art. 27.i y 5), acceso de todos a la
cultura (44.1), derecho a la ense-
ñanza básica obligatoria y gratuita
(art. 27.4), obligación de los pode-
res públicos de promover la ciencia
y la Investigación c'lentífica (art.
44.2) y fomento de la educación sa-
nitaria, educación física y el deporte
(art. 43•3).

• Los poderes públicos asegurarán la
protección social, económica y jurí-
dica de la familia (art. 39.1), la pro-
tección integral de los hijos, iguales
éstos ante la ley con índependencía
de su filiación (art. 39.2). Los padres
deben prestar asistencia de todo
tipo a los hijos habidos dentro a
fuera del matrimonio, durante su
minoría cíe edad <art. 39.3).

• Derecho a disfrutar de la protección
prevista en los acuerdos internacio-
nales que velan por sus derechos
(art. 39.4).

EL ES1'ATITfO JIIRÍDICO IN't^RNACIONAL^

TRATADOS^ ACIiERD03 Y PACTOS

IN1ERiVACIONAIFS

DERECHO A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y

MANIFESTACIÓN DEL PENSAMIENTO, LIBERTAD

DE CONCIENCIA, DE RELIGIÓN Y DE CREENC[AS

Estos derechos se pueden encontrar
en diferentes textos ínternacíonales: Decla-
ración Uniuersal de los Derechos Httmanos,
de 10 de diciembre de 1948 (art. 18); Con-
vento Europeo para la protección de los
Derechos Humanos y de las Libertades
Fundamentales, Roma, 4 de noviembre de
1950 "(arts. 9 y 10.1); Pacto Internacional
de Derechos Cir^tles y Políticos, Nueva York,
16 de diciembre de 1966 (art. 18) '^; Acta
Final deHelstnkt de 1975 (Cap. VII); Con-
vención sobre los Derechos del Niño, ratifi-
cada por la Asamblea General de las
Naciones Unidas en la Resolución 44/25 de
20 cíe noviembre de 1989 (art. 14.1) ".

DERECHO A IA EDUCACIÓN Y A LA

INSTRUCCIbN, GRATUITA EN LOS NIVELFS

BÁSICOS, GENERALI2ADA Y ACCESIBLE A TODOS

EN LOS DEMÁS NIVI?I.ES Y GRADOS

Textos internacionales en que se en-
cuentran estos derechos: Declaractón Unt-
t^ersa! de 1948 (art. 26.1); Protocolo
Adictonal n.° 1 al Convenio Europeo de
Protección de los Derechos Humanos, de

Se distinguen, a nl juicio, cinco núcleos 20 de marzo de 1952 (art. 2) "; laeclara-
de derechos que pueden extraerse de los ción de !os Derechos del Ntño, proclamada
Twat^Idos, Pactos, Acuerdos y Convenciones por la Asamblea Gencr.tl de las Naciones
nk^s importantes y estrechamente vincula- Unidas en la Kesolución 238G (XIV), de 20
dos a los espacios de la enseñanza 10. de noviembre de 1959 (Principio 7); Con-

(10) Para los documentos intemacionales: G. Peci:s-BnKUn hintrilNNZ: 7t^tastxíslca^ssobrnDrrc^cba^Hunra-
reas, Madrid, 1973; N. Toxxr•s Uct:Nn: Tcxros nornr^ne^os de Dernrho Internaclona/ PúbNeo, Madrid, Civitas, 1992;
Nnc.ic>r^n^s UN^nns (edJ: Dcmrbas Humanas. Recop!lndón Aelrutrumcmtaslnter►uulo»n/es, voL 1, 1.' parte, Nue-
va York y Glnebra, 1994; Códlgo de tas Drnechas del Nh}o, Pamplona, Editorial Aranzadl, 1995.

(11) Este Convenlo fuc ratincado por Esparla el 26 dc septlembre de 1979 y entrb en vigor ei 4 de octutm
de 1979.

(1"L) Entró en vigor pan Esparla el 27 de julio de 1977.

(13) Esta Convención fue ntitlcada por Espnrla el 30 de novlembre de 1990.

(14) Fste Protocolo fue ratificado por lispntla y entró en vigor el 27 de noviembre de 1990.
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vención de !a UNESCO sobre !a lztcha con-
tra la discrirninación en el ámbito de la
enseñanza, Nueva York, 14 de diciernbre
de 1960 (art. 4) 15; Carta Soctal Ez^ropea,
Turín, 18 de octubre de 1961 (art. 10.1);
Pacto Internacional de Derechos Económt-
cos, Soctales y Cultz.[rales, de 16 de diciem-
bre de 1966 (art. 13.1); Convención sobre
!os derechos del Niizo (art. 28.1).

DEREGHO A UNA EDUCACIÓN QUE TENGA

COMO OBJETO EL PLENO DESARROLLO DE LA

PERSONALIDAD, DE LA DIGNIDAD, EL

FORTALECIMIENTO DE LOS DERECHOS

HUb1ANOS Y LAS LIBERTADES FUNDAMENTALES:

COb1PRENSIÓN, TOLERANCLA, AMISTAI) ENTRE

LAS NACIONES Y TODOS LOS GRUPOS ÉINICOS

Y RELIGIOSOS

Estos derechos se hallan en diferentes
Declaraciones, Convenciones y Pactos,
pero especialmente en los siguientes: L)e-
claractón Universal, de 1948 (art. 26.2);
Declaración de los Derechos del Niño (Prin-
cipios 6 y 10); Convención contra la Discrl-
nzinactórt, de 1960 (art. S.l.a)); Pacto
Internactonal de Derechos Econónlicos, So-
ctales y Cztlturales, de 1966 (art. 13.1);
Convenctán sobre los Derechos del Nlizo, de
1989 (Preámbulo y art. 29).

DERECHO A LA IGUALDAD DE POSIBILIDADES

EN IA ESFERA DE LA ENSL'ÑAN'LA Y A LA

IcuAl.nAn DE TRATO coN AusENCtn nE Tono
TtPO DE DISCRIh11NACIbN POR RAZA, SEXO,

IDIOhIA, RELIGIbN, OPINIONES POI.f71CAS Y

POSICIÓN ECONÓMICA

Se considera como una cliscriminación
que ha de rechazarse el excluir del acceso

a los diferentes grados y tipos de enseñan-
za o limitar a un nivel inferior la educación
de una persona o grupo.

Este núcleo de derechos esta especial-
mente vinculado a la Convención de la
UNESCO contra la L)iscrtminación en la es-

fera de la enseñanza (art. 1, 32 y passim).
También se encuentra en otros textos: De-
claración de los Derechos de! Niño (Princi-
pio primero); Carta Social Et[ropea (art.
10.1). La Declaractón Univezsal de 1948 es-
tablece, específiramente, el den^clzo de acce-
so a los estudios superiores en condiclones
de igualdad para todos en función de los
méritos respectIvos (art. 26.1).

DERECHO A LA INTEGRIDAD MORAL Y

PROHIBICIÓN DE TRATTO NEGLIGENTE,

INHUMANO O DEGRADANTE, ASÍ COMO

ATAQUFS A SU HONRA Y REPUTACIÓN

Esta prescripción se encuentra en el
Conuerzio F.rrropee para la Protección de la^
Dic^r-echos Ilrirrranos y de las Libertades Frm-
danurnlak^, Roma, 4 de noviémbne de 1950
(art. 3) '^'. También se halla en la Declara-
ctórz de los Derechos del Niño (Princípíos 2
y 9) y en la Converzción sobre los derechos
del Ntño [arts. 16.1, 19, 28.2 y 37 a)].

Un caso especíFco de esta exigencia
es el tema de los castigos corporales y tra-
tos inhumanos en la escuela. EI Tribunal
Europeo de Derechos 1-íumanos, en su
Sentencia de 25 cíe febrero de 1982, aplicó
cl articulo 3." del Convenio Europeo y el
artículo 2 de su I'rotocolo Adicional n: ' 1"
para resolver el caso Cambell y Cosans so-
bre los castigos corporlles en Gran I3reta-
ñ:t. EI Tribunal reconoció a las dos madres
recurrentes el derecho a que no se aplic:t-

(15) Esta Convención entró en vigor para L'spaña cl 20 de noviembre de 19G9.
(16) Este Convenio fue r.ttifieaclo por Lspafla el 26 de septiembre Je 1979 y entrÓ en vigcx el 4 c1e oRubre

de 1979.

(17) Este artículo 2 clel Protocolo se rcfiere al clerecho Je los padres a asegurar una educaclón par.t sus
hiios conforme a sus convicciones religicuas y fllosófir.u.
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ran a sus hijos medidas disciplinarias con-
sistentes en castigos corporales, vigentes
en el sistema disciplinar'ro de aquel país.
Las convicciones filosóficas de los padres
constituían, a juicio del Tribunal, una ex-
cepción en la aplicación de dichas medi-
das disciplinarlas vigentes18. El informe de
la Comisión de asuntos jurídicos y de dere-
chos de los ciudadanos sobre la confec-
ción de una Carta Europea de derechos del
niño, de 27 de abril de 1992, consideraba
como prlncipIo minimo el derecho de todo
niño a la •integrldad ffsIca y moral•, consi-
derando como agravante especial la •tortu-
ra•, los •tratamientos inhumanos, crueles o
degradantes por parte de cualquier perso-
na, pública o privada• 19.

LA CARTA DE DERECHOS DE LOS ALUMNOS EN

LOS DESARROLLOS NORMAT[VOS DEL

LEGISLADOR ORGÁI^IICO Y EN EL DECRETO

QUE LOS COMPLEMENTA

Para este tercer espacio jurídico -el
que ofrece un mayor grado de concreción-
tomaré en consideración cuatro Leyes or-
gánicas [LODE: LO 8/1985, de 3 de julio,
reguladora del derecho a la educación;
LOGSE: LO 1/1990, de 3 de octubre, de or-
denaclón general del sistema educativo;
LOPEGCE: LO 9/1995, de 20 de noviem-
bre, de la participación, la evaluación y
el gobierno de los centros docentes; Ley

Orgánica de Protección Jurídica del Menor:
LO 1/1996, de 15 de enero] 20 y el RD
732/1995, de 5 de mayo, sobre derechos y
deberes de los alumnos 21. La LOECE (1980)
y el Real Decreto 1543/1988, aunque ya es-
tán derogados, han sido ampliamente asu-
midos tanto por las leyes citadas como por
el reciente Decreto de 1995. Ofreceré una
visión esquemática que glra en torno cinco
bloques de derechos:

DERECHOS REFERIDOS AL VALOR DE LA

DIGNIDAD DE LA PERSONA

• Todos los alumnos tienen derecho a
que se respete su Integridad fisica y
moral y su dignidad personal, no pu-
diendo ser objeto de tratos vejatorios
o degradantes (art. 17 RD 1995).

• Los alumnos tIenen derecho a la liber-
tad de mnciencia y a que se respeten
sus convlcciones religiosas, morales o
ideológicas, así mmo su intimidad, en
lo que respecta a tales creencias o
convicciones (art. 16.1 del RD 1995 y
art. 6 de la Ley del Menor).

• Derecho a la intimidad famtliar y
deber de reserva por parte de los
centros sobre toda lnformación de
que dispongan acerca de las cir-
cunstancias personales y fanúlia^es,
excepto en caso de malos tratos o
de incumplimiento de deberes lega-

(18) Puede verse un comentario a esta Sentencia en A. EMmo Ieulo: .Derecho a la educación y derecho

edurrtlvo patemo: Comentarlo a la Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 25 de fetxero de

19^62•, RetXsta F.spartola de Dc^rcbo Consttntcbnal, 7, 1983, pp• 375-397.

(19) Cfr. ankulo 8.19 del Informe de la Comislón de asuntos jurídicos y derechos de los ciudadanos (C6-
dfgo de tas der+^cbas de! ntrlo, ap. dt., p. 539).

(20) Esta Ley se preocupa por dotar al menor de un adecuado marco juridim de proteeclón. La Conven-

clón de 1os Derechos del Nitfo de 1989 (ratlflcada por EspaRa en 1990) y la Carta Europea delas De ►^cbas de!

Nir}o, aprolz^da por el Partamento Europeo en la Resolución A 3-017?392 iniciaron una nueva concepción de la

sttuación juridiao-soclal del menor de la que esta Ley se hace eco, como se desprende de su prcámtwlo. Esta

Ley es de aplicación a los menores de 18 a^los que se encuentren en territorlo español (art. 1). Se Inte^pretarí,

según dice el artículo 3, K1e mnfonnidad con los Tratados Internaclonales de los que España sea parte y, espe-

cialmente, de acuerdo con la Convención de los Derechos del Nir3o.

(21) Este Real Decreto tiene caracter supletorio hasta tanto las CC AA con mmpetencia no desarrollen

esta materla. ,
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les de proteccíón de los menores
(art. 18 RD 1995). En relación con
este mismo derecho, la Ley de Pro-
tección Jurídica del Menor prescribe
que toda persona o autoridad -es-
pecialmente los más cercanos por
su profesión- que detecte una si-
tuación de riesgo o posible desam-
paro de un menor o que no está
escolarizado, lo comunicará a la au-
toridad (art. 13)• Fsta misma Ley -yue
garantiza ampliamente el derecho al
honor, intirnidad y propia imagen-
considera como una intromisión ile-
gltima en el honor e intimidad del
menor cualquier utilización de la
imagen o el nombre en los medios
de comunicación (art. 4).

• Todos los alunuzos tienen derecho a
que la actividad acadén^ica se desa-
rrolle en las debidas condiciones de
seguddad e túgiene (art. 15 RD 1995).

• EI menor tiene derecho a ser oído
siempre que quede afectada su es-
fera personal, familiar o social (art.
9 de la Ley del Menor).

• Se neoonoce ampliamente y se especiti-
ca el clerecho a la no disaiminadón. l`Sta
no puede procíudrse pa^ razón cie n.ad-
miento, rar.I, sexo, rapaddad ec^onómi-
ca, nivel social, convicdones politiras,
morales o religiosas, cliscapacidades Fisi-
cas, ser^soai.lles y psíquiaas, o cualquier
oaa oondición o cincunstancia personal
o sodal [art. 12.2 a) del RD de 19951. I^►
Ley de Protección del Menor añacle al-
guna predsión más: derecho a la no dis-
criminación por deficiencia o
enfemnec^d, lengua u opinión (art. 3).

DEREC^tos ttEt.a^trvos aL uBttE tx^sattxoL^.o r^E La

PERSONALIDAD EN RELACIbN CON LOS FINES Y

PRINCIPIOS DE LA EDUCACIÓN

• Derecho a que la formación que
asegure el pleno ciesarrollo cie la
personalidact quede ajustada a las

finalidades y principios educativos
que establecen los artículos 2 de la
LODE y 1 y 2 de 1a LOGSE [art. 12 2.
a), RD 19951. Estas Finalidades han de
entenderse como un de.sarrollo del ar-
Gculo 27.2 de la Constitución. No hay
duda de que la LOGSE y los Regla-
mentos que la complementan han
atendido exhaustivamente estos dere-
chos del desarrollo de la petsonalidad,
considerando las peculiariedades de la
edad y grado de maduración psíquica
e intelectual de los alumnos. Baste
para ello remitirnos a los Derretos de
enseñanzas mínímas de Primaría (T^
creto 1006/1991), Secundaria Obligato-
ria (Decreto 1007/1991) y Bachillerato
(Decreto 1179/1992). Algunas de las
referidas Finalldades y prindpios son:
la form^dón en el respeto a la plurali•
dad lingŭistica y cultural, formación
para la paz, la coopetadón, la solidari-
dad y el respeto al medio ambiente;
capacitación para el ejercido de activi-
ciades profesionales; fomento de hábi-
tos democraticos; educación integral
en conocintientos, destrexas y valo-
res, etc. EI plerio ciesarrollo de la
personalidad del alumno exige •una
jornada de trabajo escolar acomo-
dada a su edad y una pianiflcación
equilibrada de sus actlvidades de
estudlo• (art. 16.3, RD 1995).

• Todos los alumnos tienen derecho a
recibir orientación escolar y profesio-
nal para conseguir el máximo desa-
rcollo personal, social y profesional,
según sus capacidades, aptitudes, as-
piraciones o intereses, quedando ex-
cluida toda diferencia por razón de
sexo. Este derecho afecta de manera
especial a los alumnos con disrapaci-
dades físicas y psíquicas, o con ca-
rencias sociales o culturales (arts. 14.
1, 2 y 3, Rll 1995).

• Derecho a vuscar, recibir y utilizar
la formación adecuada a su desa-
rrollo (art. 5.1, Ley de! Menor).
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DERECHOS CLÁ.SICOS DE IdBERTAD

• Dentro de los dererhos de libertad,
el de mayor relevancia es el dere-
cbo de participactón, garantizado
en la LdDE {art. 6.1 e)], en la LOGSE
[a^. 3 b)], y muy especialmente en el
título I de la LOPEGCE (LO 9/1995,
de 20 de novtembre). Esta última
Ley regula el nuevo modelo de la
partlcipacíón, la composición de bs
Consejos Escolares y sus competen-
cias. El artículo 12 establece el dere-
cho de partícipación de los
alumnos a partir del prímer ciclo de
Educación Secundaria Obligatoria.
Los Reglamentos Orgánicos de Pri-
maria y Secundaria (RR. DD. 82/96
y 83/96, de 26 de enero) han con-
cretado y desarrollado lo referente
a las competencias y la participa-
ción de los Consejos Escotares.

EI Decreto sobre derechos y deberes
de los alumnos de 1995 -el que constituye
el centro de referencIa b^sico- ha hecho
explícito, ampliamente, este derecho de
participación de los alumnos en el funcio-
namiento, vida, actividad escolar y gestión
de los centros (arts. 12 al 22):

EI derecho de participación se con-
creta en la participación en el Can-
sejo Escolar del Estado, en los
Consejos Territoriales y el Consejo
Escolar del Centro (art. 19.2, RD
1995).

-•Los alumnos denen derecho a elegir,
mediante sufragio directo y secreto, a
sus representantes ert el Cott.sejo Esco-
lar y a los delegados de grupo•, se-
gún establecen los Reglamentos
Orgánicos (art. 20, RD 1995).

- Los miembros de la Junta de Dele-
gados, en el ejercicio de sus funcio-
nes, •tendrán derecho a conoccr y a
consultar las actas de las sesiones
del Consejo Escolar, y cualquier
otra documentación administrativa

del centro que les afecte•, salvo que
pudiera quedar afectado el derecho
a la Intimidad de !as personas o el
normal desarrollo de los procesos
de evaluación académIca. También
tiene derecho dicha Junta de Dele-
gados a que el Jefe de Estudios les
facilite un espacIo adecuado para
que puedan reunIrse (art. 22. 2 y 3,
RD 1995).

- Los menores tIenen derecho a•par-
tlcipar plenamente en la vida socIal,
cultural, artlstica y recreativa de su
entorno, asI como a una incorpora-
ción progresiva a la ciudadanía acti-
va• (art. 7.1, I.ey del Menor).

• E1 derecho de asoctaci6n también
queda garantizado:

-•Los alumnos tienen derecho a aso-
ciarse, creando asociaciones, fede-
racIones y confederaciones de
alumnos•, tienen derecho a recibir
ayudas y a constituir cooperativas,
en el marco de la legislación vigen-
te (art. 23, RD 1995).

- Tienen derecho a ser informados
por los miembros de la Junta de De-
legados y por los representantes de
las asociaciones de alumnos, y pue-
den integrarse en asociaciones de
antiguos alumnos (art. 24 y 25, RD
1995).

- Tienen dereclio a formar parte cie
asociaciones y organizaciones juve-
niles de los partidos políticos y sin-
dicatos, a promover asociaciones
infanules, asI como a participar en
reuniones públicas y manifestacio-
nes pacificas (art. 7, Ley del Menor).

• EI tercero de los derechos reconoci-
dos y garantizados es el dereclto a
la libertad de expreslón, dentro del
respeto a los principios y derechos
consti[ucionales. Este derecho con-
tieva la posibilidad de que las alum-
nos manifiesten su disrxepancia
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•respecto a las decisiones educati-
vas que les afecten•. Si la discrepan-
cia es colectiva, se canalizará a
través de los representantes de los
alumnos (art. 27, RD 1995).

- La libertad de expresión de los
alumnos se extiende -según se des-
prende del art. 8 de la Ley del Me-
nor- a la publIcacIÓn y difusión de
sus opíniones, a la edicIÓn y pro-
duccIÓn de medios de difusIÓn y al
acceso a las ayudas que las Admi-
nistraclones públicas establezcan a
tal fin.

• Otro derecho clásico reconocido es
el de reuntón. Este derecho se garan-
tIza dentro del marco de los fines
educativos: •Los alumnos podrán reu-
nirse en sus centros docentes para
actividades de carácter escolar o ex-
traescolar que formen parte del
proyecto educativo del centro, así
como para aquellas otras a las que
pueda atribuirse una finalidad edu-
cativa o formatlva• (art. 8 de la
LODE y art. 28 del RD de 1995).

DERECH©S DE PRFSTAC16N

Este bloque de derechos que se pre-
tenden concretar a través ciel instrumento
de la Ley y del Reglamento pone de mani-
fiesto la preocupación por dar a los dere-
clios de los alumnos una proyección
sociaL Se trata de establecer los cauces
para lograr una efectiva realización de los
derechos de la dignidíid de la persona, del
desarrollo dc la personalidad y dc los de-
rechos de libertad. Esto es una manifesta-
ción de la idea del Estado social de
cterecho. Son, entrc otros, los siguicntes:

• El derecho de tocíos a la educación
incluye, también, a los menores ex-

tranjeros que se encuentrert en F.s-
paña (art. 10, Ley del Menor).

• •Todos los alumnos tIenen derecho
a las mismas oportunidades de ac-
ceso a los distintos nlveles ^de ense-
ñanza•, dentro del marco del Tit. V
de la LOGSE. Esta igualdad de
oportunidades exige: la ausencia de
cualquler tlpo de díscriminación, el
estableclmiento de medidas com-
pensatorias y las pollticas educati-
vas de integración y de educación
especial (art. 12, RD 1995).

• Derecho a la promoción académica
y profesIonal, basada en el princi-
pio de objetivldad y en la publici-
dad de los criterios de evaluación
de los aprendizajes. La garantía de
este derecho conlleva la facultad,
atribuida a los alumnos o tutores,
de reclamar contra las calificaciones
asignadas al Rnalizar un ciclo o cur-
so. Dichas reclamaciones habrán de
produclrse, sin embargo, en el mar-
co de los objetlvos, contenidos del
área o materia y de los cdterios de
evaluaclón establecldos en las pro-
gramaclones. Habrá de establecerse
un procedinúento para la tramitación
de estas reclamaciones [art. 6.1, b) de
la LODE y art. 13, 1-4 del Rll^19951.

• Derecho a percíbir ayudas, becas y
la •protección social oportuna• para
compensar carencias famlliares,
económicas o socioculturales para
que se promueva su derecho de ac-
ceso a los distintos niveles educatl-
vas [ar[. 6.1 g) LODE y art. 31 y 32
RD 19951. Las Adn^lnistracIones pú-
bllcas •lncentlvarán la produccíón y
difusián de materiales informativos
destinados a los menores• y facilita-
r3n el acceso de éstos ra los servicios
de información, documentación, bi-
bliotecas y demás servicios cultura-
les• (art. 5.3, Lcy del Menor).

• Dcrecho a la asistencia m^dica y
hospitalaria, según la legislación vi-
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gente [art. 6. 1. h) LODE y art. 32. 4-
5 RD 19951.

DERECHOS DE GARANfÍA DEL EJERCICIO DE

LOS DERECHOS Y DEBERES DE LOS ALUMNOS

Puede descubrirse este quinto bloque
que se propone garantizar los derechos re-
conocIdos. Esto pone de manifiesto la
preocupación de que tales derechos tomen
cuerpo en la realidad de la praxis docente.
En este sentido, el articulo 5 del Real De-
creto de 1995 prescribe que la Administra-
ción educativa y los órganos de gobierno
de los centros •velarán por el correcto ejer-
cicio de los derechos y deberes de los
alumnos y garantizarán su efectividad•.
Cuando no se respeten los derechos de los
alumnos o cuando cualquier miembro de
la comunidad educativa impida su efectivo
ejercicio, el órgano competente del centro
•adoptará las medidas que procedan con-
forme a la legislación vIgente, previa au-
diencia a los interesados y consulta, en su
caso, al Consejo Escolar del centro• (art.
33, RD 1995).

A1 Consejo Escolar también se le asig-
na la función de velar por el correcto ejer-
cicio de las derechos de los alumnos. Para
facilitar esta tarea se constituye la •Comi-
sián de Convivencia• compuesta por profe-
sores, padres y alumnos elegidos por el
sector correspondiente. A esta comisión se
le asigna la funclón de •resolver y mediar
en los conflictos planteados y canalizar las
iniciativas de todos los sectores de la co-
munidad educativa• (art. 6, RD 1995). Se
les asigna, tambIén, a los órganos de go-
bierno de los centros y a la Comisión de
Convivencia adoptar medldas preventlvas
para garantizar los derechos de los alum-
nos y para impedir la comisión de hechos
contrarIos a las normas de convivencia
(art. 7, RD 1995). Además, el Consejo Esco-
lar elaborará un lnforme, que formará par-
te de la memoria final, en el que se •evalua-

rán los resultados de la aplicación de las
normas de convivencia• (art. 8, RD 1995).

Es muy significativa, en esta lfnea de
garantía, la extensa previsión que hace la
Ley del Menor:

• En la apticación de esta Ley, •primará
el interés superior de los menores so-
bre cualquier otro interés legítimo
que pudiera concurrir^ (art. 2).

• Las Administraciones públicas •faci-
litarán a los menores la asistencia
adecuada para el ejercicio de sus
derechos• y tendrán en cuenta las
necesidades del menor en materIa
de educación, sanidad, cultura, de-
porte... (art. 11.1).

• •Los poderes públicos garantizarán
el respeto de los derechos de los
menores y adecuarán sus actuacio-
nes a la presente Ley y a la mencio-
nada normativa internacional• (art.
3, párrafo último).

• La intromisión ilegitima en la intImi-
dad, reputación y honra de los me-
nores por la difusión de informaciones
o imágenes en los medlos de comu-
nicación •determinará ,la interyen-
ción del Ministerio Fiscal• (an. 4.2.).
También puede solIcitarse la tutela
de este Ministerio en aquellas situa-
ciones que puedan atentar contra
los derechos de los menores con el
fin de que •promueva las acciones
oportunas• [art. 10.2.b)]. EI menor
puede, tambIén, •plantear sus que-
jas ante el Defensor del Pueblo•.
Los Adjuntos a dicha Institución se
harán cargo de modo permanente
de los asuntos relacionados con los
menores• [art. 10.2.c)].

• Los padms y los poderes públicos ve-
larán porque la Won^rlaclón que reci-
ban los menores,^quí se incluyen la
inmensa mayoría de los alumno.s de
los niveles de Primaria y Secunclaria-
sea veraz, plural y respetuosa con los
principios constitucionales (art. 5. 2).
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• Los padres o tutores tienen el dere-
cho y el deber de cooperar para
que el menor ejerza la libertad ideo-
lógica, de conciencia y de religión,
de modo que contribuya a su desa-
rrollo integral (art. 6.3).

LOS DEBERES DE LOS ALUMNOS

El estatuto juridico de los alumnos no
quedarla completo sIn considerar los debe-
res, que son la otra faz, el contrapeso y los
limites del amplio reconocimIento de los
derechos. EI Decreto de 1995 hace explíci-
ta, en su TTtulo III, la tabla de deberes, sI-
guiendo con leves modiflcaciones lo
establecido en el anterior Decreto de 1988.

El deber básico es el del estudio y
constituye la otra vertIente del derecho
fundamental a la educación. El deber del
estudio consIste en el aprovechamIento
posItlvo del puesto escolar que ta sociedad
ha puesto al servicio de todos los alumnos.
El •interés por aprender• y la fasistencia a
clase• son asimismo componentes del de-
ber del estudio (Preámbulo del RD 1995).
Este deber adquiere -en el artlculo 35 del
RD 732/95- la siguiente concreción:

• Asistir a clase con puntualldad,
cumplir y respetar los horarios. Es-
tos deberes concretos son un ejem-
plo típIco de la relación de especial
sujeción en que se encuentran los
alumnos en el ámbito escolar. Res-
ponden a la necesldad de garantizar
el buen funcionamiento de la Insti-

tución educativa y atienden a las
exigencias del interés general.

• Seguir las orientaciones del profe-
sorado respecto de su aprendizaje y
mostrarle el debido respeto y consi-
deracián. Este deber es una mani-
festación explícita de la especIal
sujeción en que -como al principio
hemos justlFIcado- se encuentran
los alumnos. EI deber de •seguir las
orientaciones del profesorado res-
pecto de su aprendI7aje• (art. 35 del
RD de 1995) muestra la presenda
efectiva, en la praxís docente, de la
lIbertad de cátedra de los profesores,
reconodda y garantlzada en el artícu-
l0 20. 1. c) de la Constitución de 1978
y en el artículo 3 de la LODE ^.

• Otras derivadones lógicas del deber
del estudio son: el,.d^be; de,respetar
el ejercido del derecho al estudio de
los demás alumnos [art. 35 d)1. Estas
deberes, como los anteriores, eonsti-
tuyem m^diciones necesarlas de po-
sibilidad de la prestación del servicio
público de la educación. Son, por
eso, deberes bdslcos que han de ser
salvaguardados y garantizados.

• Otros deberes espectticos son: par-
ticipar en las actividades orlentadas
al desan ollo de los planes de estu-
dio [art. 35 a)I, participar en la vida
y en el funcionamiento del centro
(art. 40), cuidar y utíllzar correcta-
mente los bienes muebles, las Insta-
laciones del ĉent;o y^ de ^los detnás
rniembros de la comunidad edúĉati-
va (art. 39).

• Hay ouos deberes que constituyen
límites expresos de los derechos:

(22) Este articulo 3 de la LODE señala que c) ejerciclo de la libcrtad de cátedrr •ae orientatá a la realiza-

cibn de los flnes educatlvos, de contortnidad con los prindplas establecidos en esta ley. la libettad de cátedra

se extiende a todos los docentes de todos los nlveles y centros de ensetlanra, sean Estos púWioos o prlvados

(concertadas a sin concierto, mn idearlo o sin kiearb). Cues[lón m^s mmpleja es dtscemtr la naturrle^a jurídi-

ca, el conteMdo de dicha Ilbertad en estos niveles, la especiAcidad de su ejercicb y I^ Ifmltes. Me he ocupado

dcl estudio de esta Ilbertad en los niveles de la ensetlanza secvndarla y primarla: M. SAU,tnrto: LlbeMad Ae cr1-

teAm y derecbac de ku cenMCU educnHua; t3arcelona, Ariel, 1997.
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- El deber de respetar la libertad de
conciencia y las convicciones reli-
giosas y morales, la dignidad, inte-
gridad e intimidad de todos los
miembros de la comunidad educati-
va (art. 10.2 y 36 RD 1995).

- Deber de no disairninar, en ninguna de
sus fo^rn^as, a ningún núembro de la co-
munidad edurativa (art. 37, RD 1995).
Deber de respetar las normas de
convivencia (art. 6.2, LODE) y el
proyecto educativo o el carácter
propio del centro (art. 38, RD 1995).
Este últImo deber se refiere especí-
ficamente a los alumnos de los cen-
tros concertados dotados de
ideario. El derecho de elección de
centro se ejercita considerando la
caracterización ideológica del mis-
mo. Por eso, el ideario debe darse a
conocer a los distintos mietnbros de
la comunidad eduratlva (art. 6.3, LO-
PEGCE y 22.2, LODE). Pero este de-
ber también se refiere a los centros
públicos, dado el irnpulso que la LO-
PEGCE otorga al •proyecto educativo•
de los centros públicos (art. 6. 1 y 2).

LAS MEDIDAS DISCIPLINARIAS O
•NORMAS DE CONVIVENCIA•
PREVISTAS EN EL RD 732/1995 ^

ASPEC1nB GENERALF.3

Para esclarecer la carta de derechos y
deberes de los alumnos me detendré en el
aspecto discIplinario o régimen de sancio-

nes y medidas como respuesta a las con-
ductas no deseadas y contrarias a las nor-
mas de convivencia.

El Decreto de 1995, además de reco-
nocer ampliamente los derechos y consi-
derar los deberes, establece en su Título IV
el régimen disciplinario al que quedan so-
metidos los alumnos en virtud de la rela-
ción de especial sujeción en que se
encuentra este colectivo. Esta regulación
pone de manifiesto -como hemos justifica-
do al principio- el poder de las Adminis-
traciones competentes para sancionar o
imponer reglas disciplinarias.

Pueden apreciarse algunas modifica-
ciones con respecto al anterior Decreto de
1988 (RD 1543/1988). El Decreto vigente
de 1995 es coherente con el impulso dado
por la LOGSE a la autonomía pedagógica y
organizativa de los centros. EI preámbulo
dice, en efecto, que se ttata de potenciar la
autonomía de los centros en relación con
la definición de su régimen de conviven-
cia. La autonomía en este ámbito incluye la
posibilidad de •ampliar los derechos de los
alumnos, suprimir aquellas sanciones que
conlleven la pérdida del derecho a la eva-
luación continua del alumno y establecer
un régimen especial para la corrección rá-
pida de aquellas conductas que no perjudi-
quen gravemente la convivencia en el
centro•. EI nuevo currículo, con sus orien-
taciones metodológicas, las finalidades, va-
lores y objetivos que la LOGSE ha
establecido, hacia necesaria la modifica-
ción del régimen dlsciplinario y sancio-
nador. La formación en ei respeto a los
derechos fundamentales y en el ejercicio de
la tolerancia exigen un diseño apropiado

(23) El aniculo 1 señala que lo dispuesto en este Real Decreto es de aplicadón, en el3mbito teMtorial dc

gestlón del Mlntsterio de Sducación y Clencra, a•los alwnnos de los centros sostenidos mn fondos públicos que

Impattan alguna de las ensetlanzls reguladas en la t.ey Orgánica 1/1990, de 3 de octubre•, teniendo en cuenta

su rarácter supletorio en las Comunidades Autónomas con cnmpetencias. SerS de aplicaclón, por tanto, en los cen-

tros cbcentes concertados en aquello que les afecte con anrglo a L1 notmzUva vigente• (Disposk9ón Adk9orril prl-

mers). Tami^lén serl de aplkación en loa centn^s de educación InfanUl, eclucaciÓn prlmaria y educación especial

con las adaptacbnes que sean precisas- (Disposkión Adicional segunda). Aslmismo se apl^arS at k>s centros que

Uttixttian etueñan^s anterlores a las reguladas en la l.ey Orgánica 1/1990• (Disposición Transitorla seiçundn).
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del régimen de convivencia en los centros.
Se trata de crear aquellas condiciones que
hagan posible un clima de responsabilidad,
trabajo, creación de ltábitos y actitudes, acor-
des con los objetivos que propugna el nue-
vo sistema educativo.

EI Decreto de 1995 abandona !a índe-
terminación del anterior Decreto de 1988
que hacía girar el sistema sancionador en
torno a los conceptos poco precIsos de fal-
tas •leves•, •graves• y•muy graves». En el
nuevo Decreto se opta por una terminolo-
gía menos agresiva, aunque no exenta de
eufemismos tales como •círcunstancias pa-
líatIvas o atenuantes• (art. 45.1 y 2). Se ln-
troduce la expresíón •conductas contrarias
a las normas de convivencia• y•conductas
gravemente perjudicIales para la conviven-
cia del centro•. En cada uno de los dos casos
se establece el mecanismo de corrección
(arts. 44, 48 y 53.1) -expresión ésta que
sustituye al término sanción o castigo de
los anteríores Reglamentos- y los órganos
autorizados para iniciar el expediente dis-
ciplinarío (art. 54-56) o decidir las medidas
a aplicar: los profesores, el tutor, el Jefe de
Estudios, el Director o el Consejo Escolar
(arts. 49 y 53.2). El Decreto hace previsión
de otros aspectos como la gradación de ias
•correcciones• (art. 45.1), plazo de las pres-
cripcíones (arts. 49.2 y 53.4) y reclamacio-
nes (art. 50).

Los Pxn^tc^os Qve nvs[^urr ^. a>^n►c^nt
DISCII'LIIVARIO

Las correcciones a que haya lugar por
el Incumplimiento de las normas han de
regirse, en todo caso, por los siguientes
principios (art. 43):

• Las correcciones han de tener un
carácter educativo y •recuperador».

En el contexto de las finalidades es-
tablecidas por la LOGSE no tiene
sentido dar a las correcciones un
carácter punitivo o estrictamente
sancionador. Carece, también, de
sentido concebir las normas de con-
vivencia como un Instrumento de
coerción. La intenCionalldad de la
corrección -no se dice sanción- no
puede ser otra que la educación y
recuperación del alumno. Adeinás de
su caracter propedéutíco, la mrrección
se justifica por la necesIdad de garan-
tizar los derechos de todos los miem-
bros de la comunidad educativa.

• Ningún alumno puede ser prIvado
del ejercicío del derecho a la educa-
cIón ni del derecho a ta escolaridad,
en los niveles de la enseñanza obli-
gatoria. Este principio general es un
derivado lógico del precepto consti-
tucional del derecho de todos a la
educación (art. 27.1) y de la obliga-
torIedad y gratuídad de la enseñan-
za básica (art. 27.4).

• No podrán imponerse correcciones
contrarias a la integridad f[sica y a la
dignidad del alumno. Este principio
expresa la exigencia constitucional
del artlculo 15 y se incardina en la
línea jurisprudencial del Trlbunal
Europeo de Derechos Humanos en
su sentencia de 25 de febrero de
1982 (caso Cambell y Cosans) ^^.

• Las correcciones deben ser proporcio-
nadas a la conducta (principio de pro-
porcionalidad). Este principio huye de
los excesos de un sistema sanciona-
dor punítivo que carece de sentido
en el ámbito escolar. Pretende en-
contrar un razonable equilibrio o un
ajuste propot^cionado entre las circuns-
tancias que rodean la mnducta des-
viada o no deseable y la corrección.

(24) Véase lo ya dlcho aí respecto en el epígrafe Utulado D^c^necbo a!n integHdad mom! y pnohlblclón rie
trato neglfgente, lnburnano o degradanie, asrcomo ataques a su bonra y mputactón.
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Ésta no puede dejar de tener una
dimensián formativa.

• La Imposición de las correcciones
exige tomar en consideración la
edad del alumno, tanto en el mo-
mento de decidlr su incoación o so-
breseimiento como a efectos de
graduar la aplicación de la sanción
cuando proceda [art. 43. 2 f)]. Antes
de resolver el procedímIento co-
rrector, es preceptivo, además, ha-
cer una ponderación de las
cIrcunstancias personales, familia-
res o socIales del alumno.

• Principla de reparación del daño
causado o de la restitución de lo sus-
traido (art. 44.1) cuando los alumnos,
individual o colectivamente, causen
daños de forma intencionada o por
negligencia a las instalaciones del
centro o su material.

• Los supuestos de inasistencIa gene-
ralizada del grupo a clase [art. 43 ^]
y de las faltas individuales no justi-
ficadas (art. 44.2). En estos supues-
tos -que habrán de concretarse en
el Consejo Escolar o en el Regla-
mento de régimen interior- la cues-
tíón se centra en la adopción de
medidas necesarias para que esa si-
tuacíón no repercuta en el rendi-
miento de los alumnos.

Como puede apreciarse, el trasfondo
filosóflco-pedagógico e Ideológico que se
deriva de estos principios, y en general de
todo el régimen disciplinarlo, está muy ale-
jado del debate suscitado recientemente en
Inglaterra -por las graves manifestaciones
de violencia en las aulas- para decidir re-
tornar a los métodos oficiales de los castigos
corporales que han gozado de una larga y
no menos negra tradición en la sodedad bri-
tánica. El otro extremo sería un exceso de
paternalIsmo que conduciría a la idea de
una impunidad encubierta. Esta actitud de
escasa firmeza Ilevaría a la inhibiclón o
malestar de los profesores y al deterioro de
la necesaria disciplina en el centro.

1^II^lCACIÓN DE LA3 CONDt)GTAS B

IMPO6ICIbN DE IAS CORBECCIONES

LA CONDtJCTAS CONTRARIAS A LAS NORMAS

D@ CONVIVBNCIA

La tipificación o determinación de las
•conductas contrarias a!as normas de con-
vtuencia no se especifica en el Decreto,
sino que se remite a las •normas de convi-
vencia del centro• que forman parte del
•Reglamento del régtmen Interton (art. 41)
o•Reglamento de otgani7ación y funcIona-
miento-. Es, por tanto, de la mayor impor-
tancIa, la confección precisa por parte de
los centros de dichas nom^as, ya que mnfi-
guran la tipicidad de los mmpoRamíentos.
La corrección de estas conductas y la asigna-
ción del órgano mmpetente quedan regula-
dos en las artfculos 48 y 49.1 del Decreto:

• •Amonestación prIvada o por escri-
to• y •comparecencia inmediata ante
el Jefe de EstudIos•. Son competen-
tes para decidir esta correcĉi,ón rlos
profesores•, •el tuton y el Jefe de Es-
tudios, éste último en lo que se re-
fiere a la comparecencia lnmediata.
EI alumno ha de ser, en todo caso,
oido y los profesores y el tutor de-
ben dar cuenta al Jefe de Estudios.
[art. 48 a) y b); art. 49.1 a), b) y c)1.

• •RealIzación de trabajos específicos
en horario no lectivo• y•r^ealización
de tareas• para mejorar el desarrollo
de las actividades del centro o para
•reparar el daño causado•. Son com-
petentes para Imponer estas correc-
clones •el tutor• del alumno, oído
éste, y el Jefe de Estudios, oído el
alumno, su prof^^or o tutor [art. 48
c) y d); art. 49.1 b) y c)j. ^

• •Suspensión del dec^echo a panicipar
en actividades extraescolares o com-
plementarias del centro- y cambio cíe
grupo del alumno por un plazo n^.fi-
ximo de una semana•. Es competente
para decídír estas correccíones el
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jefe de Estudios, oído el alumno, y
su profesor o tutor [art. 48 e) y f);
art. 49.1 c)].

• «Suspensión del derecho de asisten-
cia a determinadas clases por un
plazo máximo de tres días• y•sus-
pensión del derecho de aslstencia
al centro por un plazo máximo de
un mes•. Son competentes para im-
poner estas correcciones el Consejo
Escolar, oido el alumno, pero pue-
de dicho órgano •encomendar a1
Director del centro la decisIÓn co-
rrespondiente a tales correcclones•.
En este último caso, el Dlrector ha
de oir al tutor, al equipo directivo,
al alumno y, si éste es menor, a sus
padres o representantes legales. En
el caso de suspensión del derecho
de asistencia al centro por un plazo
máxlmo de tres días, el Director -y
habrá de presuponerse que tam-
bién el Consejo Escolar- bas5ndose
en que •la conducta del alumno di-
ficulte el normal desarrollo de las
actividades educativas, debiendo
comunicarlo inmediatamente a la
Comisión de convivencia•. Como en
estos supuestos hay pérdida cíe la
activicíad docente y se restringe o li-
mita el derecho a la educación, se
establecen medidas paliativas que
son acordes con los principlos que
inforrnan de la aplicación de las co-
rrecciones. Así, cíurante el tiempo
que dure la suspensión, el alumno

•deberá realixar los deberes y traba-
jos que se determinen para evitar la
intemtpción en el proceso formati-
vo• [art. 48 g) y h); art. 49 d}].

• El Decreto establece, además, el
plazo de prescripción de un mes, a
partir de la fecha en la que se come-
tió la condueta contraria a las normas
de convivencia, teniendo las correc-
clones impuestas, como ]Imite, la fI-
nalización del curso escolar (art.
49.2). Ef alumno, o sus padres y
representantes, podrán presentar
una reclamación •en el plazo de 48
horas contra las correcciones im-
puestas• en los dos últimos casos
analizados de suspensión (art. 50).

CONDUCI'AS GRAVF.MENTE PERJUDICIALES

PARA LA CONVIVENCIA DEL CENTRO

Las •conductas gravemente perjridtcia-
les para la cor:vir.c,mcr'a del centin^ quedan ti-
pilicadas o determinadas ^ diferencia de las
anteriores- en el artículo 52 del Decreto 25.
Esta especificación ha de valorarse posidva-
mente porque proporciona mayor seguridad
jurídira para todos al no cíejarla al criterio de
cad<^ centro. La corrección de estas canduc-
tas gravemente perjudiciales exlge, co ►no
requisito imprescindible, la previa instnlc-
ción del expediente_

l,a tipificación cíe estas conductas in-
troduce, en muchos casos, conceptos de
textura semántica abierta, poco precisa c

(25) Se eonslderan c^onduct:w gravemcnte perJudlclales parr la convivencLr clel centro: a) Lcu ac^tas dr ln-
dlsciplina u ofensa gretves rnntr.i los miembnas de la comunidad educativa; b) Reltención, ei^ un mismo cur:x^

escolar, de conductas contrarias a las normas dc convivencia; c) L^ agresión gr:we físir.t o mor.ti a los demas

micmbros de la comunid^d educaUva o la dlsctlminaciGn grave !xx aialqulera dc l:rs razones enumcradas cn

el artíttdo 12.2 a) de este Rea) Decreto; d) La suplantación de personalidad en ados de la vida docente y la
falsific:tción o sustracción de documentos; e) I.os daflos ^ves rrusados por uso Indebldo o Intencionadamente

en los locales, material o dcxlimentos dei centro o en blenes de otros mJembros de la comunldad escolar, f) Los

actos injustiflcados que perturben gravemente el normal desarrolio de las adlvidades del centro; g) Las aau:r-

ciones pery"udlclaies para ta salud y la integridad personal de los miembros de la comunidad cducativa o la fn-

cl4^ción a las mismas; h) E) lncumpllmlento de tas sanciones Lnpucstas.
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indefinida, por lo que es necesarIa una ínter-
pretación en cada caso. Así, por ejemplo,
ocurre en concepto, tales como •indisdplina,
injuria u ofensa graves• [art. 52 a)], •agesión
grave física o moral• o•discriminación grave•
[art. S2 c)], •daños graves causados por uso
indebido o intencionadamente» [art. 52 e)],
•actos injrrst^adas que perturban grave-
mente el nornia! desarrolla [52 f)].

Las medidas de corneeción -no se utili7a
la expresión ^sandón-- se condben en gene-
ral como un incremento cuantitativo respecto
a las previstas para las conductas contrarias a
las normas de convivencia (art. 53):

••Tareas que contribuyen a la mejora
del desarrollo de las activldades del
centro• que habrán de realizarse •en
horarlo no lectivo•.

• Suspensión del derecho a participar
en las activldades extraescolares y
complementarlas.

• Cambio de grupo.
• Suspensión del derecho de asisten-

cia a determinadas clases durante
un período superior a cinco días e
inferior a dos semanas.

• Suspensión del derecho de asistencia
al centro durante un periodo supedor
a ttes días lectivos e inferior a un mes.

• Cambio de centro.

La suspenslón de derechos a que ha-
cen referencia los dos últimos casos ha de
ponerse en relación con las exigencias que
se derivan de los principios por los que de-
ben regirse las correcciones. EI artlculo 43
2 a) establece que •ningún alumno podrá
ser privado del ejercicio de su derecho a la
educacián ni, en caso de la educación obli-
gatoria, de su derecho a la escolaridad•. Para

no contradecir este prIncipio, durante ei
tiempo que dure la suspensión (de cinco
días a un mes) el alutnno deberá realizar
los deberes o trabajos que se determinen
para evitar la interrupción en el proceso
formativo [art. 53.1 d) y e)]. Incluso se esta-
blece que el Consejo Escolar -órgano encar-
gado de imponer las con^ecdones, según el
procedimIento seí^alado en el artículo 54-
puede •levant•ar la suspensión de su derecho
de asistencia al centro o readmitirlo en el cen-
tro antes del agotamIento del plazo previsto
en la conección , previa consratadón de que
se ha produddo un cambio positlvo en su ac-
titud• [art. 53.2 en reladón con e153.1 e)]. AsI-
mismo, en caso de •cambIo de centro•, la
Administración educativa •procurará al alum-
no un puesto escolar en otro centro docen-
te• (art. 53.3). Es preciso,haCer.notar que
las correcciones consisten eri una •súspen-
sión• del derecho a la educación y de la es-
colaridad obligatoria, pero no en una
negación del derecho. Éste queda, cierta-
mente, restringIdo y limitado. Por eso, las
medidas examinadas sirven para paliar la
suspensión, lo que se incardina en el prin-
cipio de reeducación y recuperación del
alumno que ha incurrido en una conducta
gravemente perjudicial para la convivencia
del centro. De otro lado, en la gradación de
las correcciones se habrán de tener en cuen-
ta las •circunstancias paliativas• y •agravantes•
señaladas en el artículo 45 ^.

EI plazo de prescripción de estas con-
ductas gravemente perjudiĉialF^,gs, de cuatro
meses, contados a partir de la fecha c!e su
comisión (art. 53.4). Los artículos 55 y 56 del
Decreto se ocupan de los aspectos procesa-
les: instrucción del expediente, medidas
provisionales, resolución del procedimien-
to y recursos ^.

(26) Circunstancias paliatlvas: a) Reoonocimiento espontlneo de la conducta lncorrecta; b) Falta de inten-

cionalidad. Circunstancias agravantes: a) Premeditación y rciteraclbn; b) Causar daño, tnjuria u ofensa a los

compañeros de menor edad o a los recién Incorpoctdos al centro; c) Cualquier acto que atente contra el dere-

cho reconoddo en el artfculo 12 a) de este Real [kcreto (discriminacibn).

(Z^ RKde verse un estudlo detalLzdo de estos aspeaos rn Z. R^rao ^tnvtx y J. O^trr. Mtrl,unvu^x: !a^ y
!a d[^rlpf(na en !as ae►rhns ^a^tar. /16nru+sYProc^á(mie►rkar,lNadrid, Editorial F.sct^da Pspañola, 1997, PP. 109-1?3.
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DERECHOS, DEBERES Y NORMAS DE
CONVIVENCIA EN UN ESCENARIO DE
COMPLEJIDAD Y DE VIOLENCIA:
DIAGNÓSTICO Y CONCLUSIONES

Uno de los aspectos relevantes de la
carta de derechos y deberes de !os alum-
nos es su repercusión en el contexto de los
demás derechos y libertades de los miem-
bros de la comunidad escolar. El dato bási-
co lo constituye la simultánea presencia de
derechos y libertades que se entrecruzan
en la praxls cotidiana dentro del aula y en
el contexto escolar. El centro docente -en
1os niveles de la enseñanza secundaria y
primaria- es un escenario de complejidad.
Es un lugar natural de conflicto y de la
pugna de intereses Individuales y sociales.
En este espaclo se conFguran las relacio-
nes de poder, los intereses y las concepcio-
nes ideológlco-políticas. Se propícia !a
distribución de oportunidades y expectati-
vas profesionales, pero también es un es-
pacio en el que se produce la transferencia
de la agresividad y de la vlolencia. El cen-
tro escolar sIgue siendo hoy a pesar de la
pujante presencia de los medIos de comu-
nicación de masas- un escenario privile-
giado del proceso de socialización y
asimilación de conocimientos, valores y
actitudes.

Se percibe en la actualidad una evi-
dente preocupación por las conductas des-
viadas de los alumnos. Hay problemas de
Indisciplina en los centros, incluso en mu-
chos de ellos la violencla recorre una di-
versa gama de manifestaciones, dentro y
fuera de nuestras fronteras. Los centros pare-
cen estar sacudidos por un difuso malestar
que se nutre de la ausencla de expectativas,
de las diversas fonnas de la inltibídón escépti-

ca, de los diferentes perfiles de la Injusti-
cia, de la marginacxón, de 1a intolerancia y
de otros males corrosivos como el desape-
go por el saber. Inslnuar que el antídoto
contra los muchos males que pueblan la reali-
dad social se encuentra en la escuela o en el
insdtuto es un discuiso no exento de dnismo
que pretende annjar exdusivamente a ese es-
pacio lo que es una responsabilidad compar-
tída por la familia y todos los ámbltos de la
sodedad.

En los países democrátIcos de nues-
tro entorno cultural -tamblén en España-
el fenómeno de la violencia juvenil es
cada vez más preocupante y penetra ine-
vitablemente en el ámblto escolar. El ori-
gen de la violencIa es diverso: el que se
genera en la famIlia, !a violencIa que de-
riva del sentimiento nacionalista, la que
produce la droga o el alcohollsmo, la
violencia de la agresión sexual, la exhíbI-
da en los medios de comunlcaclón, la
que se deriva de la discrlminacíón o la
injusticia social, del sectarlsmo o de la
falta de tolerancla,... Pero la misma edu-
cación genera, a su vez, una vlolencla es-
tructural que procede de la organización
social, en la medida en que representa
las exlgencias de la socíedad dvlllzada a
la que los individuos han de someterse.
En este sentido, la violencia es •una pato-
logía de la normalidad• ^ o un problema
de salud mental de la sociedad. Una raíz
mas profunda de la vlolencla es la pulsión
agresiva y el ínstinto freudlano de muerte ^`^
o el impulso espontáneo de agresión in-
traespecífica de Lorenz ^Q. La violencla,
concebida como tendencia agreslva hacia
la destrucción, es un desorden Intelectual y
moral del que no es posible cíesembarazar-
se por completo.

(28) E. Fxonu+: Pstcoaruf/tsis de la socledad conteniporr3ncia, Madrid, Fondo de Cultura Eoonómip,1978,
p. 1 i.

(29) S. FReun: FJyoyeleUo, Alianza Editorial, 1978, pp. 31-39. Del m4s^^w autor, F.l nurlectarenla cu!lum,
pp. 111-123.

(30) K. WttFrrr.: Sobne la agrc3Yón, Madrid, Slglo XXI, 1972, pp. 60-67.
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El centro escolar recibe a jóvenes cu-
yos registros pslcosociales están impregna-
dos de una cultura de la violencia. Nada
tiene de extraño que esa pulsión agresiva,
interiorizada y reprimida, encuentre su
proyección y manifestación en el espacio
escolar. Éste se convierte en un microcos-
mos de la propia sociedad que reproduce
los diferentes rostros de la violencia.

EI fenómeno de la violencia, de la con-
ducta antIsoclal y de la indIsciplina constl-
tuyen los problemas más acuciantes del
sIstema escolar en países como Estados
UnIdos, Inglaterra, israel, Suecia o Francia.
En este último, el Gobierno aprobó en
199C un plan de actuación contra la violen-
cia, reforzando la vigilancia en Ios centros,
potenciando la •instrucción cívica•, crean-
do mecanismos de integración de jóvenes
difíciles antes de reintegrarlos al curso nor-
mal, proponiendo instrumentos de media-
ción para fomentar el diálogo entre padres,
profesores y alumnos 31. Hay una concien-
cia generalizada de que la indisciplina esco-
lar y las conductas agresivas y antisociales
son los retos de la enseñanza en los práxi-
mos años. Las agresiones y manifestacio-
nes de violencia recorren una extensa
gama: dc la intimidación, insultos, agresio-
nes verbales, pintadas y amenazas, se pasa
a las manifestaciones racistas, acoso se-
xual, robos, agresiones físicas personales,
destrozos de material, agresiones a la pro-
piedad pública y privacla, pillaje y asalto a
los centros, tentativas cle suiciciio. Estas con-
ciuctas antisociales y agresivas son más evi-

dentes en ciertos núcleos escolares urba-
nos, situados en zonas marginales, donde,
a su vez, la violencia sufrida o interiorizada
es mayor. Una de las causas de estas con-
ductas deriva de la escolaridad obligato-
ria. Muchos alumnos entre los 15 y 16
años no esperan ya nada del centro esco-
lar y están en él a la fuerza. La exteriori-
zación de la agresividad es una respuesta
a esta situación de frustración y ausencia
de expectativas.

La violencia en la escuela no se mani-
fiesta en España con la vitvlencla de otros
países citados, aunque se incrementa la
presencia de las agresIones y actitudes vio-
lentas. En nuestro país no se producen ca-
sos tan espectaculares como en otros de
nuestro entorno. IVo se da mucha publici-
dad a estos acontecin^ientos o tal vez se es-
time que sea preferible no dársela. De
hecho, se han realizado pocas investiga-
ciones en este campo y sólo recientemente
se ha suscitado un mayor interés 'l. Con
cierta frecuencia, aparecen en la prensa y
otros medios de comunicación noticias
que dan cuenta de la existencia de la vio-
lencia en la escuela. E172% de los profeso-
res de enseñanza secundaria -según un
reciente informe del Centro de Investiga-
ción y Documentación I:ducativa (CIDL'^
consideran que la incíisciplina en los cen-
tros escolares es un problema especialnien-
te grave ". Las Acitninistrlciones públiccts
cotnpetentes tam^ién se muestrln scnsil^les
a este problenut y toman mcclicí:ts al res-
pecto ^. Si bien en el pl.rno cie lo rcal I:ts

(31) Cfr. Z. 1Lvao Tiuvse y J. Ceur IvllNnMn2^s: op. c/L, p• 14.

<32) Cfr. M. Vn:^tn; L ^rHN,(Nnr:z y G. Qut:vr:^xr .Vlolence and Counselhng In the Ilxrian Peninsuln•, en }?.

Korexu & Mur^nne (ectsJ: 13u!!}Nl:g: An /nleratrrtonnlpt•rs/^c'rflr, David (:ul[on, London, 1989. Al:ís recientemen-

te, t. Pr:eN,(N^^itz y otros: Violcncl^ err !a csclceln y cnr e! t^r^rorrra soclnl. Urrn nprr^•Intncfólt dfr/cfcllcn, t\ladrid, CI^:P

de Vlllaverde, 1991. TambiEn, entre otros, I'. Cr,iu:•r.o y i\L Gsn:unn: ^}:1 din5mica bully-vícdma entre escolarc^.

Diversos enfoques metodológicos., Rca^tsta de f'sicologtn Unlrrlsltns Tnrrnconerrsfs, vol. XIV, 2, 1992, pp. 1 il-

145 y J. MI:IliNO MARTIN: ^OIr^^C!/L/l^/7!Í y UIO^C'1rCrQ CMr %OS CMtI!'QC (SCO/(rICS, hl:tclrid, Siglo XXt, 1993.

(33) CIDE, Er,riácaclórr de! pmfesorndo de Edr^cactólr krlnrc/nrín. Aruí!!s(s c!e tendcltcins )^ ^ltserio r!^ nr!

plan de Ct.aluncfón, Madrid, MEC, 1995.

<34) Ia Consejeria de Educaclón de }a Junta de Andalucía -valgs ► como ejemplo- est.R elabomndo un pl:m
de seguridad en los centros educativos de las ocho provindas and:lluzas par:t el próximo curso escolar, en ca^r-
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manifestaciones agresivas y violentas son
aisladas y esporádicas, en el plano psicoló-
gico tienen un efecto multiplicador. Las
consecuencias de esta agresividad física o
verbal dirigida a los profesores es una de
las causas -como ha destacado Esteve- del
malestar docente 3S. Pero también incide
en la calidad de la enseñanza, al desenvol-
verse ésta en un clima emotivo que no fa-
vorece el proceso educativo. Otro efecto
multIplicador en el plano psIcológIco es la
tendencia a la inhlblclón y a la adopcIÓn
de actitudes defensivas como respuesta al
conflicto. Se percibe una tendencia en los
profesores a ocultar que padecen agresIo-
nes. Prefieren no dar publlcIdad para evI-
tar la idea de que no tienen la sutlciente
habilIdad para resolver las situacIones de
conllicto en el aula ^.

Llegados a este punto, cabe preguntar-
se st las nom^as disciplinarias o de mnviven-
cia y si la catta de derechos y deberes son la
respuesta adecuada al problema de la in-
disciplIna y a las manifestaciones de agre-
sión y violencia en el espacio escolar.

Las normas disciplinarias en el ámbIto
docente y el poder sanclonador de la Ad-
ministración se justiRcan no en si mismas
sino por la finalidad que persIguen: crear
las condiciones que hacen posible el ejer-
ciclo público de la función docente. En los
contextos no democráticos o autorltarios,
la escuela se concibe como una instancia
ldeológica de control y la disciplina acadé-
mIca se consIdera como una cuestián de
orden públlco. Los conflictos y la violencia

estructural de la sociedad son reprimidos
mediante el aparato coercitivo de las nor-
mas disciplinarias. En los sistemas democrá-
ticos el concepto de -disciplina acadénŭca^
adquiere un signIficado diferente. Deja el
lastre de la imagen tradicional de la impo-
sición autoritaria del profesor y de la no-
ción de arbitrariedad. Lo que se pretende
es educar en valores (libertad, lgualdad,
pluralismo, paz) propugnando formar ciu-
dadanos críticos y tolerantes. Del concepto
de •disciplina académica• se pasa, así, al con-
cepto de normas o pautas de convIvencia.

Las normas de convivencia del vIgente
Real Decreto 732/1995 se íncardinan en un
concepto de discipllna compatible con la
carta de derechos y deberes de los alum-
nos. Las normas disciplinarias -ajustadas al
modelo democrático-constitucional- si-
guen siendo necesarias y han de aplicarse
con el espiritu de los principios -ya ex-
puestos- [que Informan el Decretol. No
puede olvidarse que la carta de derechos y
deberes marca un mínimo exigible que es
necesario para la convivencla en el centro
y para dar respuesta a las conductas agre-
sivas, antisociales y vIolentas. Dichas nor-
mas han de ser, por eso, respet,adas
coactivamente en caso necesario. No pue-
de olvidarse que las amenazas, las intimi-
daciones y las agresiones verbales son sólo
parte de un gran iceberg. Lo más doloroso
de la violencia escolar permanece oculto y
es mas frecuente de lo que suele conside-
rarse ". Las víctimas de la vlolencia, en sus
diferentes y dlfusas manifestaciones, su-

dlnadbm m^ las Consejer(as de Gobemación y con los Ayuntamlentos. EI plan recoge una serk de medldas
tales como intenslflcaclón de la vlgtlancla, actuaciones policlales, elevacibn de vallas, etc. (ldea/de Granada, de
19 de mayo de 1997, p. 15).

(35) M. Esi^:vea: E! nra/estar doccmte, Barcelona, Paidbs, 1994, p. 55.
(36) En este sentido, cfr. J. M. Moat:NO y otros: •Tratrrjar en los márgenes: una experlencia de asesorr-

mlento del sur mevopolitano de Madrid•, en M. I.oRt.NZO y A. Bouvne: 7iabaJare►t fas mdrge►ux• Ast^orqmtento
y formactón en contextas educattaas problemdttcos, Granada, ICE Universidad de Granada, 1997, pp. 5-3"l.

(37) 1»^ Consejería de Edurrción de la Junta de Andalucía ly^ puesto en marcha para el presente curso
académico el plan •teléfono amigo-, contrr el rnaltrrto cntre escolares, parr recoger denunc4^s, oon Uamadas gra-

tultas al 900 122181. En un sblo mes este teléfono recibió 255 Uamadas, el 85 por 100 trali^adas por los proplos

esmiares, el 10 por 100 por los padres y un 8 por 100 por las docentes. Un terclo de las llamadas solicitalxtn
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fren silenciosamente ^. La mayor parte de
los alumnos no afectados por el problema
se desentienden, no intervienen y perma-
necen al margen. Los agresores quedan
impunes en muchos casos, lo que, unido al
silencio de las víctimas y a la pasividad de
los demás, es el mejor caldo de cultivo
para la realimentación de la espiral de la
violencIa.

La solución a la complejIdad de la vlda
escolar no puede depositarse, sin embar-
go, en el ritualisrno normativista. Esto aca-
baría convirtiendo el espacio escolar en un
proceso reivindIcatlvo en donde padres y
alumnos esgrimen compulsivamente sus
derechos contra los profesores, a la vez
que éstos, refugiados en sus facultades o
en sus hIpotéticos privilegios, se deRenden
de la supuesta agresión de los otros miem-
bros de la comunidad educatlva y de la
propia Administraclón. Como ha destaca-
do Habermas, la superregulación y la colo-
nización jurldica del sistema escolar conduce
a la despersonalización, a la Inhibición, a la
supresión de la responsabilidad, al escepti-
cismo y al lnmovílísmo. Éstos serían los
•efectos patológicos• del exceso de juris-
dlcción del ámbito escolar ^.

El reconocímiento de derechos a pro-
fesores, padres y alumnos no debe condu-
cIr a la vacuidad de un intervenclonIsmo
burocrático o a meros controles jurídico-

administrativos. Esta situación es la que, en
buena medida, constituye el diagnóstico
presente: el centro de enset^anza se perci-
be como una mera instancia del Estado
que organiza y distribuye la formación
como una prestación más. Sin embargo, se
trata de un proceso siempre instalado en la
complejidad y en la incomodidad de los
equilibrios precarios.

La solución no conslste en arrojarse a
los brazos de un improductIvo regateo bu-
rocrático-normativista. La propuesta ha de
ser, a mi juIcIo, a favor de una cultura y
una política de los derechos fundamenta-
les. La praxis docente debe impregnarse de
una educación basada en valores constitu-
cionales: tolerancia, pluralismo, respeto a la
dignIdad de la persona y a los derechos de
los demás miembros de la comunidad edu-
catlva. Así podrá desactlvarse la espoleta de
la vlolencia, como diría Ángel Ganivet de
las •ideas picudas» 40, Este proyecto de edu-
cación en valores constitucionales será lo
que alumbre una cultura de la paz frente a
la cultura de la violencia.

Formularé, finalmente, algunas preci-
siones sobre esta cuitura y política de los
derechos fundamentales. De un lado, re-
sulta necesario, como ya hemos indIcado,
actuar de forma inmediata, una vez ocurri-
da la conducta violenta o antisocial, acu-
diendo a los mecanismos qúe ófrece la

asesoramlento psicológlco sobre cómo actuar en los casos de acoso de que son objeto los estudlantes. En el 17

por 100 de los casos se infomta que los maltratos persisten tras denunclar a las rcsponsables del centro educa-

tivo (Ideai de Granada, 19 de rnayo de 1997, p. I5).

(38) Algunos autores han Ilegado a mnclusiones en este senddo mmo: R. Oim:cn: •Violencla in[erperso-

nal en los centros educatlvos de Educaclón SecundaMa. Un estudlo sobre maltrato e intimidacibn entre compa-

iferos•, Reuista de Educacfón, 304, 1994, pp. 253-?•80. Del mismo autor: •Ias malas relaciones lnterpersonales en

la escuela: estudio sobre la vlolencia y el maltrdto entre mmparleros en segunda etapa de EGB•, /njancúr y So-

cfedacl, 27-28, 1995, pP. 192-215.

(39) J. lintst=.wNns: Teoria dela acdón comunlcattr.a, Tr^d. Manuel Jiménez Redondo, V. II, Madrid, Taurus,
1988, pp. 514 y 526.

(40) l^ecía Ángel Ganivet -próxlmo ahora el centenado de su muerte- de las •ideas plcudas que .Incltan

a la lucha•, generan •parciahdades violentas• y•mantienen en tensión enfermiza los espíritus•. Por ello, hay yue

yuitades la espoleta pam que no estallen•. De lo que estamos necesicados -decía el granadino- es de ddeas

redondas• que son •las Ideas que inspiran amor a la paz•. A. Gnrnvt-l': -ldearlum español•, en Obras contpfctas,

Vol. 1, Madfld, Agullar, 1961, pp. 296-297.
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reglamentación administrativa, en este
caso al vigente Real Decreto de 1995. Pero
de otro lado, ha de atenderse a la dimen-
sión educativa acorde con la política y ia
cultura de los derechos fundamentales:
prevenir los conflictos y desactivar las di-
versas manifestaciones de la violencla es-
colar. Se pueden destacar dos iniciativas.
Una deriva de las Administraciones educa-
tivas y del propio curriculo: educación en
valores, transversalidad, programas de ac-
ción preferencial con vistas a compensar
posiciones de desventaja, marginalidad,
etc. La otra es la que se genera o habrYa de
generarse en los mIsmos centros:

• Profundirar en la partidpacIÓn demo-
crifttica de los estudiantes y en la res-
ponsabilidad en los procesos de toma
de decisiones: aprendiraje de procecli-
mIentos democY^áticos y de aceptación
de las dedsiones de la mayoría.

• Promoción de programas de ac-
ción para favorecer el desarrollo

de la tolerancia en la diversidad in-
terétnica y cultural, en aquellos
contextos en que los estudiantes vi-
ven situaciones de desventaja so-
ciocultural ^'.

• Programas de accián encaminados
-a través de diversas estrategias
cognitivas- a Inerementar la capaci-
dad retlexiva y el desarrollo moral4t.

• Proyectos dirigidos a mejorar el
comportamiento de los alumnos a
través del aprendizaje de normas.
Estas iniciativas resultan plausibles,
ya que se basan en la complicidad
y participación democratica de los
alumnos y en el diseño de normas
que luego han de ser asumldas por
tOC10S 43.

• Mecanismos de autoevaluación de
la conducta en el aula por iniciativa
de los profesores. EI anállsls de las
conductas conflictivas o desviadas,
puestas en escena, puede ayudar a
desmovilirar la tensión y el conflicto.

(41} Cĵi: M. J. D(^z-Acuntxr Yrograma para jauorecer !a tolemncta crn conte^rtas ét^rlcamente beterqycs-

nc+as, Madrld, MEC, 1992. M. J. Dlnz-Ar,un^x> y P. Rovo CnKCtn: •Edurrr para la tolerancia. 1'rogramas para favo-

recer el desarcollo de la toleranda a la dlversidad•, Injaircfa y tderancta, 27-28, 1995, pp. 248-259.

(42) Cfi: B. Gnecnt.u^ y R. Gnectn: •La promoctón del ctesarrolto moral a tr.wés dei incremento de re(lexl-
vidad•, Revlsta de F.ducactón, 309, 1996, PP. 287-308.

(43) Cfr. C. PF.ee-r.: •Ia mejora del comportamiento dc los aiumncx+ a través del aprendiraje de normas-,
Rc^utsta de Educactón, 310, 199G, pp. 361-378.
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